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León, Guanajuato, a 10 diez de enero del año 2011 dos mil once. . . . . . . .   
V i s t o s  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 308/2010-JN, promovido por el ciudadano José Patricio Sánchez Martínez;  y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el actor se ostentó sabedor del acto impugnado, ya que refiere que tuvo conocimiento del mismo, el día 20 veinte de julio del año 2010 dos mil diez, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado en la presente causa administrativa, consistente en el requerimiento de pago del crédito fiscal, de fecha (día ilegible) del mes de julio del 2010 dos mil diez; respecto del crédito número 0971968 (cero-nueve-siete-uno-nueve-seis-ocho); por la cantidad de $272.35 (Doscientos setenta y dos pesos 35/100 moneda nacional); se encuentra debidamente acreditada en autos con la copia al carbón del propio requerimiento (visible en autos, en copia certificada, a foja 4 cuatro); documental que merece pleno valor probatorio, en cuanto a la existencia del acto, conforme a lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de la copia al carbón de un documento que contiene una firma de la Directora General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que, con fecha 20 veinte de julio del 2010 dos mil diez, se notificó al actor el requerimiento de pago impugnado, derivado de una infracción en materia de Tránsito, respecto del crédito fiscal número 0971968 (cero-nueve-siete-uno-nueve-seis-ocho); por la cantidad de $272.35 (Doscientos setenta y dos pesos 35/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Acto administrativo que el actor estima ilegal, toda vez que argumenta que se emitió únicamente con una firma facsímil y que además se encuentra indebidamente fundado y motivado, constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el presente proceso administrativo, la Directora General de Ingresos demandada señala que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción III del artículo 241 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, pues estima que el actor ha consentido los actos derivados de la multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador no se actualiza la causal de improcedencia invocada; en primer lugar porque el precepto señalado es aplicable únicamente para el tramite del recurso de inconformidad en sede administrativa; pero no al caso que nos ocupa, que se trata de un proceso administrativo; y en segundo lugar, porque aún suponiendo, que la autoridad demandada haya pretendido señalar la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del código mencionado; tampoco se actualiza, ya que no se advierte de las constancias que integran la presente causa administrativa que se haya consentido por el actor de manera expresa, el acto impugnado en el presente proceso, que es el requerimiento de pago del crédito número 0971968 (cero-nueve-siete-uno-nueve-seis-ocho); pues no existe manifestación de conformidad de su parte, ya sea verbal, por escrito o mediante signos inequívocos, respecto del acto materia de la litis; y por otra parte, tampoco puede considerarse como un consentimiento tácito, porque el proceso administrativo se promovió dentro del término que de 30 treinta días siguientes a que el actor se ostentó sabedor del contenido del acto impugnado, que se establece en el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; de ahí que se considere que no se actualiza la causal de improcedencia en estudio. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No habiendo procedido la causal de improcedencia hecha valer por la demandada; en tanto que de oficio, no se advierte la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa; se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor, de los cuales este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el Primero, sin necesidad de transcribirlo, así como tampoco el segundo, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, en el Primer concepto de impugnación, en su cuarto párrafo, refiere el actor textualmente que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“... además de dejarme en incertidumbre al no saber si efectivamente es la voluntad de la autoridad la emisión de dicho acto, al constar en el mismo solamente una firma facsímil.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

 Lo anterior lo ratifica en el punto 1 relativo a los actos impugnados,  de su escrito de demanda, en donde dice: “1.- El acta de requerimiento… contiene la firma facsímil de la C.P. GRACIELA RODRIGUEZ FLORES, en su carácter de Directora General de Ingresos…………..”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, la Directora General de Ingresos, al dar contestación a la demanda, al respecto simplemente señaló en el segundo párrafo de los argumentos expresados respecto a los conceptos de impugnación (foja 17 diecisiete del expediente): . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Además resulta por demás ineficaz la argumentación del actor en cuanto a que el mandamiento de ejecución carece de firma, lo que es por demás falaz, pues en la misma consta de acuerdo a derecho y a lo esgrimido líneas arriba mi firma de autorización... ”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Analizado que es el acto impugnado, para este Juzgador, lo esgrimido por el actor, en el aspecto que se examina, resulta fundado, toda vez que el acto impugnado contraviene lo dispuesto en la fracción V del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en donde se establece que la firma del funcionario emisor de un acto administrativo debe plasmarse de manera autógrafa o electrónica. . . . . . . . . 

En efecto, como se desprende del análisis del requerimiento de pago impugnado, notificado el día 20 veinte de julio del 2010 dos mil diez, mismo que en copia al carbón acompañó el actor a su escrito de demanda, (Visible a foja 4  cuatro del expediente de la presente causa administrativa); se advierte que la firma de la Directora General de Ingresos, Contadora Pública Graciela Rodríguez Flores, autoridad que aparece como emisora de dicho documento, no se plasmó autógrafamente, esto es, de su puño y letra, sino que se aprecia a simple vista que se trata de una impresión por computadora de su firma; lo que vulnera sin duda el requisito formal consistente en que todo acto administrativo debe contener en el texto del documento, la firma autógrafa de la autoridad competente, toda vez que esa firma no es otra cosa que la manifestación de la voluntad de la funcionaria emisora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, al no estampar su firma la autoridad que aparece como emisora del acto que se impugna, se traduce en que existe un vicio en la exteriorización de la voluntad de tal funcionaria, porque la rúbrica le otorga la certeza y eficacia a los actos de autoridad; pues constituye la única forma en que puede asegurarse al particular que fue la voluntad de la autoridad emitir dicho acto en los términos a que el mismo se refiere. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aunado a lo anterior, es necesario destacar que todo acto de molestia, como lo es el acto impugnado, precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber: 1).- Que se exprese por escrito y contenga la firma original o autógrafa del respectivo funcionario; 2).- Que provenga de autoridad competente; y, 3).- Que en los documentos se exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento; resaltando que la primera de estas exigencias tiene como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia y para que el afectado pueda conocer con precisión de cuál autoridad proviene, así como su contenido y sus consecuencias. . . . . . . . . . . . . . . 
Al caso resultan aplicables, por analogía, las siguientes Jurisprudencias emitidas por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, mismas que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"FIRMA AUTOGRAFA DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, SU OMISION IMPIDE OTORGAR VALIDEZ AL ACTO. Una resolución determinante de un crédito fiscal en términos de los artículos 3o. y 4o. del Código Fiscal de la Federación debe constar en un documento público que, en términos del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos Civiles, debe estar suscrito por un servidor público competente, lo cual sólo se demuestra por la existencia, entre otros extremos, de la firma autógrafa del signante y la falta de este signo gráfico impide otorgar alguna validez o eficacia al oficio relativo, ya que no es posible afirmarle o asegurarle al gobernado que una cierta resolución proviene de una pretendida autoridad dada la ambigüedad e incertidumbre que conlleva el uso de un sello que cualquier persona puede utilizar y estampar en un oficio, cuando que la seguridad jurídica que tutelan los artículos 14 y 16 constitucionales, impone que se demuestre la identidad del emisor para los efectos de la autoría y la responsabilidad que implica el ejercicio de las facultades que a cada autoridad le corresponden." Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. No. Registro: 224,795. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VI, Segunda Parte-1, Julio a Diciembre de 1990. Tesis: I.6o.A. J/22. Página: 356. Genealogía:. Gaceta número 34, Octubre de 1990, página 75”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
"FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CREDITOS FISCALES. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad." Contradicción de tesis. Varios 16/90. Entre las sustentadas por el Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Sexto Circuito. 21 de noviembre de 1991. Mayoría de 4 votos. Disidente: Carlos de Silva Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Víctor Hugo Mendoza Sánchez. Registro No. 206419. Localización: . Octava Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 56, Agosto de 1992. Página: 15. Tesis: 2a./J 2/92 Jurisprudencia Materia(s): Administrativa. . . . 

Refuerza lo anterior, el criterio que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sostiene en la siguiente Jurisprudencia, ya que no obstante que es el actor quien sostiene que la firma no es autógrafa, no le corresponde  a este demostrarlo, pues no se refiere a hechos propios; además de que implícitamente sostiene la autoridad que sí se trata de firma autógrafa de la funcionaria emisora del acto: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE ÉSTE LA CONTIENE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los actos administrativos, para su validez, deben contener la firma autógrafa de la autoridad competente que los emite. Por otro lado, es principio de derecho que "quien afirma está obligado a probar"; sin embargo, no toda afirmación obliga a quien la hace a demostrarla, ya que para ello es requisito que se trate de afirmaciones sobre hechos propios. Ahora bien, si la actora en su demanda de nulidad plantea que el acto impugnado no cumple con el requisito de legalidad que exigen los artículos 38, fracción V, del Código Fiscal de la Federación y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por no contener firma autógrafa, esta manifestación no es apta para estimar que es a ella a quien corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios, sino únicamente del señalamiento de un vicio que podría invalidar al acto impugnado. En cambio, si la autoridad que emitió la resolución impugnada en su contestación a la demanda manifiesta que el acto cumple con el requisito de legalidad por calzar firma autógrafa, ésta sí constituye una afirmación sobre hechos propios que la obliga a demostrar, a través de la prueba pericial grafoscópica, la legalidad del acto administrativo, en aquellos casos en que no sea posible apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa”. Novena Época. Registro: 171171. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXVI, Octubre de 2007. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 195/2007. Página:   243. Contradicción de tesis 192/2007-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 3 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretarios: Bertín Vázquez González y Javier Arnaud Viñas. Tesis de jurisprudencia 195/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diez de octubre de dos mil siete. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Por lo anterior, al no constar la firma autógrafa de la Directora General de Ingresos en el requerimiento de pago impugnado, se incurre en la causal de nulidad prevista en la fracción II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que el requerimiento de pago impugnado es ilegal y en consecuencia, debe declararse su nulidad total; así como también de su notificación, practicada el 20 veinte de julio del año próximo pasado, en el domicilio del actor. . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación analizado en su aspecto conducente, resultó fundado y es suficiente para declarar la nulidad total del acto impugnado, resulta innecesario el examen del segundo, ya que no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

OCTAVO.-  De lo solicitado por el actor, está también el que se ordene la devolución del documento secuestrado, sin embargo no ha lugar a pronunciamiento alguno sobre el particular, toda vez que el actor no acredita de forma alguna el que la autoridad demandada le haya secuestrado algún documento, amén de que no precisa a que documento se refiere. . . . . . . . . . . . . .     

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto. . . . 
TERCERO.- Se decreta la nulidad total del requerimiento de pago del mes de julio del 2010 dos mil diez, respecto del crédito número 0971968 (cero-nueve-siete-uno-nueve-seis-ocho), por la cantidad de $272.35 (Doscientos setenta y dos pesos 35/100 moneda nacional); lo anterior atento a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando Sexto de esta Sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

